Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al expediente que contiene la Minuta Proyecto de Decreto que Adiciona una fracción XXXIX-M al artículo 73 y se reforma la fracción VI del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que se dio cuenta en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de mayo del año 2003, del expediente enviado por el Vicepresidente de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, el cual contiene la Minuta Proyecto de Decreto que Adiciona una fracción XXXIX-M al artículo 73 y se reforma la fracción VI del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva del Pleno del congreso, dicho expediente se turnó a esta comisión, para los efectos legales correspondientes.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que el Proyecto de decreto es del tenor literal siguiente:

MINUTA PROYECTO DE

DECRETO

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN XXIX-M AL ARTÍCULO 73 Y SE REFORMA LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 89 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona una fracción XXIX-M al artículo 73 y se reforma la fracción VI del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 73. ...

I al XXIX-L ...

XXIX-M.- Para expedir leyes en materia de seguridad nacional, estableciendo los requisitos y límites a las investigaciones correspondientes.

XXX.

ARTÍCULO 89. ...

I al V ...

VI.- Preservar la seguridad nacional, en los términos de la ley respectiva, y disponer de la totalidad de la Fuerza Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea para la seguridad interior y defensa exterior de la Federación.

VII a XX. ...

 TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. Que como antecedente de la reforma que se plantea, cabe mencionar que en la cámara de diputados del Congreso de la Unión se presentaron diversas iniciativas suscritas en diferentes fechas y en propuestas, en las que se exponen la importancia de la Seguridad Nacional, la cual no se encuentra plasmada en nuestra Carta Magna, por lo que se carece de una definición concreta. 

TERCERO. Ahora bien, las observaciones hechas por la Cámara de Diputados a las iniciativas presentadas son del tenor literal siguiente:

El sistema jurídico mexicano establece un esquema constitucional de protección a los intereses vitales de la Nación.

En efecto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra el proyecto de Nación, los objetivos nacionales permanentes para preservarlo y las medidas para su seguridad. Estas últimas están expresadas fundamentalmente en los artículos 29, 89 y 119 primer y segundo párrafos de la Carga Magna. Lo anterior sin menoscabo del umbral general de limitaciones a la actuación del poder público en esta materia, establecido por las garantías individuales. 

Sin embargo, aún está pendiente consignar los principios rectores de la materia de seguridad nacional, que le den transparencia y eficacia.

Al respecto existe consenso en que la seguridad nacional no debe ser definida en el ordenamiento constitucional, en virtud de su carácter dinámico. Tampoco es viable plasmar principios tan amplios, que permitan confundir la tutela de los intereses nacionales.

Por ello, el resultado del análisis de las iniciativas fue contundente en cuanto a la previsión de dos elementos fundamentales en la materia, el primero consistente en facultar claramente al Estado para poder hacer frente a las amenazas y riesgos a su seguridad y, el segundo, definir los controles y requisitos necesarios a las actividades de seguridad nacional para proteger los derechos humanos y las garantías individuales.

No puede existir una reforma que sólo faculte a las autoridades, es un requisito indispensable prever la protección de los derechos de las personas, expresado mediante el establecimiento de límites y requisitos a las investigaciones que se realicen en la materia.

De esta manera, la responsabilidad de los legisladores que hoy integran el Constituyente Permanente, se expresa en dos formas, la primera previendo expresamente en nuestra Constitución la materia de seguridad nacional, precisando la facultad del titular del Ejecutivo Federal de preservarla y posteriormente dictando una legislación que proteja los derechos de las personas.

Estos principios rectores encuentran un lugar natural en la Carta Magna. El primero de ellos debe ubicarse en el artículo 89 que establece las facultades y obligaciones del Presidente de la República, precisamente en la fracción VI, en la que se adiciona la atribución de preservar la seguridad nacional. 

El segundo de los principios debe ubicarse en el artículo 73. La iniciativa propone que el precepto normativo a incorporar en la Constitución, se establezca en la fracción XXVIII, actualmente derogada.

Al respecto, se considera que es conveniente preservar la tradición del poder de revisión de la Constitución, al no utilizar una fracción derogada puesto que de esta manera se hace del conocimiento de los ciudadanos que esa fracción derogada tenía una materia particular, por lo que consideramos adicionar una fracción XXIX-M al artículo 73, a fin de ubicar la facultad de legislar del Congreso en materia de Seguridad Nacional en esta nueva fracción. 

CUARTO. Al dictaminarse esta asunto en la cámara de Senadores, señalaron:

Consideramos que la fundamentación de la ley sobre seguridad nacional, es necesaria para establecer las políticas en la materia, sobre todo respecto de aquellos, que beneficien y redunden directamente en la población y en la integridad de la Nación. El concepto de que se desarrolle por las leyes secundarias tendrá que atender a necesidades y realidades concretas, que permitan crear un concepto de seguridad nacional adecuado, respetando los ámbitos de acción gubernamental, los órganos de administración pública centralizada, así como el manejo idóneo de la información que manejen las instancias que toma en su quehacer materia de seguridad nacional.

Conscientes de lo delicado que implica el proporcionar otra facultad legislativa a la Federación, atendiendo a la creciente gama de facultades legislativas que tiene comprendidas en el artículo 73 constitucional, no resulta improcedente, ya que las entidades federativas no se pueden arrogar facultades relativas a la protección del exterior de amenazas de cualquier índole, o bien habrá materias de seguridad nacional que será necesaria la participación de las entidades federativas, como puede ser el caso de desastres naturales, actos de terrorismo, narcotráfico, por citar algunos, en donde la colaboración intergubernamental es indispensable. 

QUINTO. Con base en las consideraciones anteriores esta comisión, estima procedente presentar al Pleno del Congreso, para su conocimiento, y en su caso aprobación el siguiente:

DICTAMEN:

ÚNICO. Se aprueba la Minuta proyecto de Decreto por el que se Adiciona una fracción XXXIX-M al artículo 73 y se reforma la fracción VI del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo al texto que aparece en el considerando primero de este dictamen.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila junio 9 del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al escrito que suscribe el c. José Gabriel Morales Mendez, mediante el cual comparece ante este Congreso para solicitar Juicio de Procedencia en contra del Doctor Alfredo Garza Castillo, Presidente Municipal de Acuña, Coahuila por hechos de los que se considera se desprenden algunas irregularidades, que constituyen delitos del orden penal, en perjuicio del Ayuntamiento de Acuña, Coahuila.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de mayo del año 2003, se dio cuenta del escrito que suscribe el c. José Gabriel Morales Mendez, mediante el cual comparece ante este Congreso para solicitar Juicio de Procedencia en contra del Doctor Alfredo Garza Castillo, Presidente Municipal de Acuña, Coahuila por hechos de los que se considera se desprenden algunas irregularidades, que constituyen delitos del orden penal, en perjuicio del Ayuntamiento de Acuña, Coahuila.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la mesa directa del Pleno, se dispuso turnar dicho expediente a esta Comisión para los efectos procedentes. 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo en lo previsto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen formando parte del mismo, el escrito que presenta el C. José Gabriel Morales Méndez, el cual se tiene íntegramente  reproducido. 

TERCERO. De conformidad con el Título Sexto de la Constitución Política del Estado y los artículos 1º fracción III, 4º, 5º, 6º, 7º, 29, 30, 51, 54 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, existen tres clases de responsabilidades en que puede incurrir un servidor público con motivo o en el ejercicio de sus funciones; la “política”, la “penal” y la “administrativa”.

CUARTO. Que de las tres clases de responsabilidades, el Congreso sólo es competente para conocer de los casos de Juicio Político y en materia de responsabilidad penal para hacer la declaratoria de procedencia en materia penal y se pueda proceder en contra de ciertos funcionarios.

QUINTO. Ahora bien, respecto al juicio político el segundo párrafo del artículo 14 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales puntualiza que las denuncias correspondientes deben ser ratificadas dentro de los tres días naturales de la fecha de su presentación; requisito de procedibilidad que no se cumplió en el caso, en virtud de que dentro de tal término se omitió ratificar ante este Congreso la denuncia. Por lo que la denuncia de mérito, al carecer de la debida y oportuna ratificación exigidas por la ley, ningún efecto jurídico puede producir.

SEXTO. Que aún en el supuesto sin conceder que las conductas que se invocan fueran contrarias a derecho; cabe destacar que, de conformidad con el artículo 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, por declaratoria de procedencia en materia penal se entiende la resolución emitida por el Congreso del Estado determinando la posibilidad de enjuiciamiento del servidor público, quien quedará a disposición de la autoridad competente, para que se proceda conforme a la legislación de la materia. Al respecto, los artículos 29 a 44 e inclusive 45 a 50 de la Ley en mención, establecen las condiciones, requisitos y procedimiento a seguir para que el Congreso dictamine en relación con las denuncias de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal en contra de un servidor público, toda vez que ha lugar a emitir la declaración aludida cuando es factible determinar que procede el enjuiciamiento del servidor público, mediante la presentación de los elementos de prueba correspondientes, por la comisión de delitos cometidos durante el tiempo de su encargo de conformidad con los artículos 29 y 30 de la Ley citada. 

Una vez establecido lo anterior, es necesario determinar la procedibilidad de la solicitud respectiva, sin embargo para tal fin, se requiere precisar los siguientes elementos: 

a) Comisión de delito o delitos por el servidor público durante el tiempo de su encargo. El primer párrafo del artículo 30 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece la posibilidad de que cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y presentando los elementos de prueba correspondiente, pueda formular por escrito, denuncia o querella, fundada y motivada, por los delitos cometidos por el servidor público durante el tiempo de su encargo. 

De acuerdo a la solicitud de declaratoria de procedencia en materia de responsabilidad penal, el denunciante solicita que en su momento y/o oportunidad este Congreso del Estado emita tal resolución, sin embargo de su escrito respectivo no se desprende ningún dato que indique que está cercana la fase de enjuiciamiento del servidor público denunciado, esto es, que está próximo el ejercicio de acción penal, para que dicha persona quede a disposición de la autoridad competente y se proceda conforme a la legislación de la materia. 

De igual forma, tampoco existe ningún dato que demuestre que se ha cometido delito alguno por el servidor público denunciado, ya que si bien es cierto refieren una serie de hechos los cuales son presumiblemente constitutivos de delito, también lo es que corresponde a distinta autoridad la investigación y determinación de que una conducta se considera delito, esto a efecto de dar cumplimiento al artículo 21 constitucional, toda vez que señalar por parte de esta autoridad que se cometió un delito sin tener la certeza de que exista determinación alguna por parte de la citada representación social en el sentido de que estas conductas si son ilícitos penales, equivaldría a que esta Congreso del Estado sustituya en el ejercicio de facultades que constitucionalmente no le correspondan, en franca violación a las garantías individuales del servidor público respecto del cual se solicita la declaratoria de procedencia aludida.

Lo anterior no se enfrenta con las facultades que en su momento le corresponderían a este Congreso respecto de la declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal,  ya que la naturaleza de esta institución es determinar si procede enjuiciar a un servidor público, es decir si ha lugar a acusarlo o no por la comisión de un delito durante el tiempo de su encargo y ello requiere que, previamente, la autoridad competente determine que se cometió un delito más no implica que este Congreso investigue si se cometió el delito o no, ya que para este caso se está en presencia de un exceso en el ejercicio de facultades conferidas, tan es así que el artículo 34 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales única y exclusivamente utiliza el término acusar, mas no investigar si se cometió el delito y ello de ninguna manera se contrapone a la facultad de practicar diligencias, notificaciones, plazos, actos procedimentales, autorizadas en el artículo 33 de la Ley citada, toda vez que el objeto de dichos actos, como se señaló, no es determinar la comisión de un delito, sino el de señalar si procede o no acusar al servidor público y que se le enjuicie, en donde para tal fin es menester que previamente se determine por la autoridad competente que se ha cometido un delito y de que es factible su acusación ante los tribunales.

SÉPTIMO. De lo anterior se advierte que, del escrito de solicitud de declaratoria de procedencia en materia de responsabilidad penal formulada por el promovente, no se desprende elemento alguno que indique que la autoridad competente ha determinado haberse comprobado el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del servidor público como requisitos para estimar como acreditada la comisión de un delito.

OCTAVO. Por lo que al no existir dato alguno suficiente para determinar la procedencia de la solicitud formulada ha lugar a determinar la improcedencia de la misma por falta de materia, en cuanto a la demostración de la comisión de delito por autoridad competente, en los términos expuestos y, por lo tanto, no amerita la incoacción del procedimiento respectivo.

Por las razones y fundamentos expuestos, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales del Congreso del Estado, presenta para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

D I C T A M E N 

PRIMERO. La denuncia carece de la debida y oportuna ratificación que la ley exige, en los términos del segundo párrafo de los artículos 14 y 30 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales. Por tanto ningún efecto jurídico puede producir.

SEGUNDO. La denuncia de mérito carece de elementos suficientes para determinar la procedencia de la solicitud formulada por lo que ha lugar a determinar la improcedencia de la misma por falta de materia, y, por lo tanto, no amerita la incoacción del procedimiento respectivo.
TERCERO. Comuníquese el presente dictamen al C. José Gabriel Morales Mendez, por conducto de Oficialía Mayor del Congreso, mediante copia certificada del mismo, la cual será enviada vía correo certificado al domicilio ubicado en calle matamoros 375 zona centro de la ciudad de Acuña, Coahuila.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila junio 9 del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al escrito que suscriben los CC. Gerardo Cepeda González e Ignacio Villarreal Solís, mediante el cual comparecen ante este Congreso para solicitar Juicio de Procedencia en contra del C. Emilio Bichara Marcos Wong, Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila y de los Regidores y Síndico de mayoría relativa que integran el ayuntamiento por hechos que consideran violatorios de la Constitución Política local, del Código Municipal para el Estado y en contra del buen desarrollo de dicho municipio.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de mayo del año 2003, se dio cuenta del escrito que suscriben los CC. Gerardo Cepeda González e Ignacio Villarreal Solís, mediante el cual comparecen ante este Congreso para solicitar Juicio de Procedencia en contra del C. Emilio Bichara Marcos Wong, Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila y de los Regidores y Síndico de mayoría relativa que integran el ayuntamiento por hechos que consideran violatorios de la Constitución Política local, del Código Municipal para el Estado y en contra del buen desarrollo de dicho municipio.

SEGUNDO. Que así mismo, en sesión del día 20 de mayo del año 2003 celebrada por el Pleno del Congreso, se recibió escrito presentado por las diputadas Mary Telma Guajardo Villarreal y María Beatriz Granillo Vázquez y por el diputado Francisco Ortiz del Campo, mediante el cual solicitan sea desechada y declarada no procedente para estudio, la denuncia de Juicio Político interpuesta por los CC.  Gerardo Cepeda González e Ignacio Villarreal Solís, en contra del C. Emilio Bichara Marcos Wong, Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila y de los Regidores y Síndico de mayoría relativa del mismo ayuntamiento, en virtud del incumplimiento del trámite de ratificación de la mencionada.

TERCERO. Que por acuerdo del Presidente de la mesa directa del Pleno, se dispuso turnar dichos escritos a esta Comisión para los efectos procedentes. 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo en lo previsto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen formando parte del mismo, el escrito que presentan los CC. Gerardo Cepeda González e Ignacio Villarreal Solís, el cual se tiene íntegramente  reproducido. 

TERCERO. Ahora bien, la solicitud de que este Congreso inicie Juicio Político tiene su fundamento en los artículos 7,8,11,14, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales.

De los anteriores preceptos legales, se desprenden las condiciones que se deben reunir para que el Congreso, esté en posibilidad de incoar juicio político en contra de un servidor público. 

En primer lugar es necesario que exista denuncia, misma que de conformidad con lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 14 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales puntualiza debe ser ratificada dentro de los tres días naturales de la fecha de su presentación; requisito de procedibilidad que no se cumplió en el caso, en virtud de que dentro de tal término se omitió ratificar ante este Congreso la denuncia. 

Cabe destacar que no obstante de que en el escrito de denuncia referido líneas arriba, se menciona que en ese mismo acto se tiene por ratificada la denuncia, más sin embargo, la misma no se puede tener por ratificada, toda vez que no se acompaño documento mediante el cual pueda tenerse por acreditada la personalidad con la que se ostenta, por lo que la denuncia de mérito, al carecer de la debida y oportuna ratificación exigidas por la ley, ningún efecto jurídico puede producir.

Por los motivos, razones y fundamentos expuestos, ésta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con fundamento en los artículos 14, 30 y 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales somete para su conocimiento, discusión y en su caso aprobación el siguiente proyecto de:

D I C T A M E N 

PRIMERO.  Resulta procedente la solicitud de las diputadas Mary Telma Guajardo Villarreal y María Beatriz Granillo Vázquez y por el diputado Francisco Ortiz del Campo, ya que la denuncia presentada por los CC. Gerardo Cepeda González e Ignacio Villarreal Solís al carecer de la debida y oportuna ratificación que la ley exige, en los términos del segundo párrafo de los artículos 14 y 30 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales ningún efecto jurídico puede producir, lo cual trae como consecuencia la improcedencia de la solicitud de Juicio Político en contra del presidente municipal de San Pedro, Coahuila y de los Regidores y Síndico de mayoría relativa que integran el ayuntamiento.

SEGUNDO. Comuníquese el presente dictamen a los CC. Gerardo Cepeda González e Ignacio Villarreal Solís, mediante copia certificada del mismo, la cual por conducto de Oficialía Mayor de este Congreso, le será enviada vía correo certificado al domicilio señalado para oír y recibir notificaciones, ubicado en Boulevard Francisco Coss número 257, segundo piso de esta ciudad.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila junio 9 del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe  Burciaga Neme
Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Reviera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, en relación al oficio que envía el Congreso del Estado de Oaxaca, mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo por el cual se determinó solidarizarse con las Organizaciones, Agrupaciones, Instituciones y Grupos Sociales que demandan la Paz Mundial, con respecto a los acontecimientos que se vienen dando concretamente en la Nación de Irak, y solicitándose que los Congresos de los Estados se adhieran a dicho acuerdo.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de mayo del año 2003, se dio cuenta del oficio que remite el Congreso del Estado de Oaxaca, mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo por el cual se determinó solidarizarse con las Organizaciones, Agrupaciones, Instituciones y Grupos Sociales que demandan la Paz Mundial, con respecto a los acontecimientos que se vienen dando concretamente en la Nación de Irak, y solicitándose que los Congresos de los Estados se adhieran a dicho acuerdo.

SEGUNDO. Que dicho documento se turnó a esta Comisión, para los efectos que resulten procedentes y;

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexan al presente dictamen formando parte del mismo, el oficio  que presenta el Congreso del Estado de Oaxaca, mismo que se tiene íntegramente  reproducido.

TERCERO. Ahora bien, en análisis del documento esta Comisión advierte que el acuerdo radica en la solidarización a favor de la Paz Mundial que las organizaciones, agrupaciones e instituciones demandan con relación al conflicto en Irak por lo que esta comisión propone que este Congreso se pronuncie a favor de dicho acuerdo.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de este Congreso, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO:

PRIMERO. La Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, se solidariza con las Organizaciones, Agrupaciones, Instituciones y Grupos Sociales que demandan la Paz Mundial, con respecto a los acontecimientos que se vienen dando en la Región del Medio Oriente, concretamente en la Nación de Irak, donde las fuerzas aliadas de estados Unidos, Gran Bretaña y España sin la aprobación de la organización de las Naciones Unidas iniciaron por su propia decisión una acción bélica en contra de Irak.
SEGUNDO. Gírese atento oficio a las Cámaras de Diputados y Senadores mediante el cual se le comunique la adhesión de este Congreso al acuerdo mencionado en el apartado primero de este Punto de Acuerdo. 

TERCERO. Comuníquese el presente Punto de acuerdo a la Quincuagésima Octava Legislatura del Estado de Oaxaca , para los efectos procedentes.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila junio 9 del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
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H. CONGRESO DEL ESTADO DE

COAHUILA DE ZARAGOZA. 

PRESENTE.- 

La Comisión de Justicia en sesión de fecha 11 de junio de 2003, analizó el asunto turnado a la misma, por el Pleno de este H. Congreso del Estado, el día 13 de Mayo del año en curso, respecto a una solicitud del Congreso de Baja California Sur, mediante el cual aprobaron un punto de acuerdo para pronunciarse en contra de la invasión a Irak y exigir que se inicie un proceso penal en contra de los responsable, contando para el presente dictamen con los siguientes: 

A N T E C E D E N T E S:

1.- En diferentes foros en el País, los líderes de opinión han hecho manifiesta la postura del Pueblo de México en contra de la intervención militar en Irak, por los gobiernos de Estados Unidos y Gran Bretaña.

2.- Que la Solicitud que lleva acabo el Congreso de Baja California Sur consiste principalmente en los siguientes puntos: 

a).- Un pronunciamiento en contra de la invasión genocida, perpetrada por el Gobierno de los Estados Unidos de Norte América y la Gran Bretaña, en contra del pueblo de Irak, exigiendo se inicie un proceso penal en contra de los responsables de ese crimen de guerra.

b).- Se solicite al Presidente de la Republica remita denuncia al tribunal penal Internacional y a la Corte Penal Internacional, a efecto de instaurar proceso penal, así como remitir copia al Alto Comisionado para los derechos humanos de las Naciones Unidas y a las instancias internacionales competentes para los efectos de lo establecido en el protocolo adicional a los convenios de ginebra del 12 de agosto 1949, relativo a la protección de las victimas de los conflictos armados internacionales, que entro en vigor el 7 de diciembre de 1978, basados en lo expuesto en la carta de paz de las naciones unidas, en la declaración universal de derechos humanos y en la normativa jurídica que rige el proceder dc los estados miembros de las Naciones Unidas.

c).- Solicitan al Congreso de la Unión, a los Ejecutivos de las Entidades Federativas y a los Congresos Locales, para que se manifiesten en los mismos términos frente al E1ecutivo Federal.

3.- Que el Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, en sesión de la Diputación Permanente de fecha 11 de febrero del año en curso, ha manifestado su postura en contra de la intervención militar en comento mediante un punto de acuerdo signado por los coordinadores de los diversos grupos parlamentarios que integran esta Legislatura.

El referido punto de acuerdo fue aprobado por unanimidad, siendo el sentido del mismo el siguiente:

Primero.- El Congreso del Estado de Coahuila manifieste su respaldo a la posición que el país asume en el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y se pronuncia por una salida negociada al conflicto entre Estados Unidos e Irak y manifiesta su rechazo a la guerra como forma de resolver los conflictos entre las naciones.

Segundo.- Instrúyase a la Comisión de Concertación para que envíe este pronunciamiento al Presidente de la República, a las Cámaras de Diputados y Senadores y a los Congresos Locales.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo establecido por el artículo 67 fracción XX de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y los artículos 17 numerales 3 y 7, 40, y artículo 42 numeral 3 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, La Comisión de Justicia del Congreso presenta el siguiente.

D I C T A M E N

UNICO.- Se gire oficio al H. Congreso del Estado de Baja California Sur, anexando copia del punto de acuerdo aprobado con fecha 11 de febrero del año en curso, por esta soberanía, en donde se le informe que relativo al tema planteado en su comunicado sobre la invasión militar llevada acabo por Estados Unidos de Norte América y la Gran Bretaña a Irak , este congreso ya fijo su postura al respecto.

A T E N T A M E N T E

SALTILLO, COAHUILA, A 11 DE JUNIO DEL 2003.

COMISIÓN DE JUSTICIA

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO

COORDINADOR

DIP. HUGO HECTOR MARTINEZ GONZALEZ
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Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación al expediente formado con motivo de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Acueducto, a fin de permutar dicha superficie, a favor del C. Marco Antonio del Valle de la Peña, con objeto de resarcirlo por la afectación de una superficie de su propiedad ubicado en el Fraccionamiento Privadas Luxemburgo.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 29 de abril del año 2003, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Acueducto, a fin de permutar dicha superficie, a favor del C. Marco Antonio del Valle de la Peña, con objeto de resarcirlo por la afectación de una superficie de su propiedad ubicado en el Fraccionamiento Privadas Luxemburgo.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual fue aprobado el 13 de diciembre del año 2002, conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del cabildo autorizar la desincorporación del dominio público municipal, un predio ubicado en el fraccionamiento Acueducto, con una superficie de 288.00 M2, a fin de enajenarla a título de permuta por otro predio propiedad del C. Marco Antonio del Valle de la Peña ubicado en el fraccionamiento Privadas Luxemburgo con una superficie de 281.60 M2, mismo que fue afectado por la reforestación efectuada por los colonos del fraccionamiento.

La propiedad municipal forma parte de una extensión mayor y se encuentra inscrita a favor del municipio de Saltillo, bajo la partida 79924, libro 800, sección I, de fecha 1° de agosto del año 2000. 

La propiedad del C. Marco Antonio del Valle de la Peña, se encuentra inscrita, bajo la partida 49005, libro 497, de fecha 24 de noviembre de 1997.  

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un predio del régimen del dominio público municipal, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un predio ubicado en el fraccionamiento Acueducto, con una superficie de 288.00 M2, a fin de enajenarla a título de permuta por otro predio propiedad del C. Marco Antonio del Valle de la Peña ubicado en el fraccionamiento Privadas Luxemburgo con una superficie de 281.60 M2, mismo que fue afectado por la reforestación efectuada por los colonos del fraccionamiento.

La propiedad municipal cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:       En 24.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:          En 24.00 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:    En 12.00 metros y colinda con calle Francisco de Urdiñola.

Al Poniente:  En 12.00 metros y colinda con área municipal.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, junio 9 del 2003.
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Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación al expediente formado con motivo de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Santa Bárbara, a fin de permutar dicha superficie, a favor de la  “Asociación Unión y Progreso A.C.”, con objeto de resarcirla por la afectación de una superficie de su propiedad, en virtud de la ampliación de la sección de vialidad del boulevard Enrique Reyna de esta ciudad.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 15 de enero del año 2003, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Santa Bárbara, a fin de permutar dicha superficie, a favor de la  “Asociación Unión y Progreso A.C.”, con objeto de resarcirla por la afectación de una superficie de su propiedad, en virtud de la ampliación de la sección de vialidad del boulevard Enrique Reyna de esta ciudad.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y en el cual fue aprobado el 2 de octubre del año 2002, conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del cabildo autorizar la desincorporación del dominio público municipal, un predio ubicado en el fraccionamiento Santa Bárbara, con una superficie de 1,234.00 M2, a fin de enajenarla a título de permuta por otro predio propiedad de la Asociación Unión y Progreso A.C. ubicada en la esquina Norponiente del boulevard Enrique Reyna y Nazario Ortiz Garza, con una superficie de 1,572.93 M2 , misma que fue afectada por la ampliación de la sección de vialidad del boulevard Enrique Reyna.

La propiedad municipal se encuentra inscrita a favor del municipio de Saltillo, bajo la partida 49137, libro 492, sección I, de fecha 27 de noviembre de 1997. 

La propiedad de la Asociación Unión y Progreso A.C., se encuentra inscrita, bajo la partida 4676, libro 16-4, de fecha 31 de mayo de 1986.  

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un predio del régimen del dominio público municipal, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un predio ubicado en el fraccionamiento Santa Bárbara, con una superficie de 1,234.00 M2, a fin de enajenarlo a título de permuta y resarcir a la Asociación Unión y Progreso A.C. por la afectación de un predio de su propiedad,  por la ampliación de la sección de vialidad del boulevard Enrique Reyna.

La propiedad municipal cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:       En 25.14 metros y colinda con calle San Francisco.

Al Sur:          En 32.07 metros y colinda con boulevard Santa Bárbara.

Al Oriente:    En 52.08 metros y colinda con calle Santa María.

Al Poniente:  En 52.88 metros y colinda con boulevard Santa Patricia.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
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